
LEY No. 2292 

POR MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTAN ACCIONES AFIRMATIVAS PARA 
MUJERES CABEZA DE FAMILIA EN MATERIAS DE POLÍTICA CRIMINAL Y 
PENITENCIARIA, SE MODIFICA Y ADICIONA EL CÓDIGO PENAL, LA LEY 

750 DE 2002 Y EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL Y SE DICTAN 
OTRAS DISPOSICIONES 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA: 

Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene como objeto adoptar acciones 
afirmativas para las mujeres cabeza de familia en materia de política criminal y 
penitenciaria, sin perjuicio de lo establecido en la Ley 750 de 2002, en el numeral 
5 del Artículo 314 de la Ley 906 de 2004 y demás normas concordantes que le 
sean aplicables. 

Artículo 2. Alcance. Las mujeres cabeza de familia condenadas por los delitos 
establecidos en los artículos 239, 240, 241, 375, 376 Y 377 del Código Penal, o 
condenadas a otros delitos cuya pena impuesta sea igual o inferior a ocho (8) 
años de prisión, en los cuales se demuestre por cualquier medio de prueba que 
la comisión del delito está asociada a condiciones de marginalidad que afecten la 
manutención del hogar y cumplan con los requisitos establecidos en la presente 
ley, podrán obtener como medida sustitutiva de la pena de prisión, de oficio o a 
petición de parte, el servicio de utilidad pública. 

La medida sustitutiva podrá aplicarse en los casos en los que exista concurso de 
conductas punibles respecto de las cuales proceda la prisión domiciliaria. 

La medida sustitutiva de la pena de prisión prevista en la presente ley no se 
aplicará cuando haya condena en firme por otro delito doloso dentro de los cinco 
(5) años anteriores a la comisión del nuevo acto punible o exista concurso con 
conductas punibles distintas a las aquí señaladas. 

El servicio de utilidad pública como medida sustitutiva de la pena de prisión se 
podrá otorgar a las mujeres cabeza de familia de acuerdo a los requisitos de la 
presente ley, en los casos de condenas por el delito de concierto para delinquir 
(artículo 340 del C.P.), cuando el concierto esté relacionado con los delitos de los 
artículos 239,240,241, 375, 376 Y 377 del Código Penal. 

Las condiciones de marginalidad que deben prqbarse para otorgar el servicio de 
utilidad pública como medida sustitutiva de la pena de prisión no dependen de la 
acreditación de la causal de atenuación punitiva consagrada en el artículo 56 de 
la Ley 599 de 2000 y el beneficio otorgado en virtud de esta última, no afectará la 
obtención de la medida sustitutiva consagrada en la presente ley. 

Artí~ulo 3. MODIFIQUESE el artículo 36 de la Ley 599 de 2000, el cual quedará 
así: 

"Artículo 36. Penas sustitutivas. La prisión domiciliaria es sustitutiva de la pena de 
prisión y el arresto de fin de semana convertible en arresto ininterrumpido es 
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sustitutivo de la multa. 

La prestación de servicios de utilidad pública para mujeres cabeza de familia será 
sustitutiva de la pena de prisión, de conformidad con los parámetros previstos en 
la presente ley". 

Artículo 4. ADICIONESE un parágrafo nuevo al artículo 10 de la Ley 750 de 2002, 

en los siguientes términos: 

[.. .] 


Parágrafo. Las mujeres cabeza de familia condenadas por los delitos 
establecidos en los artículos 239, 240, 241, 375, 376 Y 377 Código Penal o 
condenadas por otros delitos cuya pena impuesta sea igualo inferior a ocho (8) 
años de prisión, en los cuales se demuestre que la comisión del delito está 
asociada a condiciones de marginalidad que afecten la manutención del hogar y 
cumplan con los requisitos establecidos en la presente ley, podrán obtener el 
servicio de utilidad pública como medida sustitutiva de la pena de prisión. 

Artí~ulo 5. ADICiÓN ESE el artículo 38-H a la Ley 599 de 2000, el cual quedará 
así: 

"Artículo 38-H. Prestación de servicios de utilidad pública como sustitutiva de la 
prisión . La prestación de servicios de utilidad pública como sustitutiva de la prisión 
para mujeres cabeza de familia consistirá en el servicio no remunerado que, en 
libertad, ha de prestar las mujeres condenadas, a favor de instituciones públicas, 
organizaciones sin ánimo de lucro y no gubernamentales, mediante trabajos de 
utilidad pública en el lugar de su domicilio. 

El juez de conocimiento o el juez de ejecución de penas y m~didas de seguridad, 
según el caso, previo consentimiento de la condenada, podrá sustituir la pena de 
prisión por la de prestación de servicios de utilidad pública durante la cantidad de 
horas que determine al momento de dictar la sentencia, o en cualquier momento 
dentro de la ejecución de la misma. 

Para la dosificación del número de horas que deberá prestar la condenada, el juez 
deberá atender a los siguientes criterios: 

1. 	 La condenada deberá trabajar un total de cinco (5) horas de prestación de 
servicios de utilidad pública por cada semana de privación de la libertad 
que se le imponga o que tenga pendiente de cumplir. 

2. 	 La jornada de prestación de servicios de utilidad pública no podrá ser 
superior a ocho (8) horas diarias. 

3. 	 La prestación del servicio de utilidad pública se deberá cumplir con un 
mínimo de cinco (5) horas y un máximo de veinte (20) horas semanales. 

4. 	 La prestación del servicio de utilidad pública ·no podrá interferir con la 
jornada laboral o educativa de la condenada. 

5. 	 La prestación del servicio de utilidad pública deberá realizarse en el lugar 
de domicilio del núcleo familiar de las personas que están a cargo de la 
mujer cabeza de hogar. 

En la dosificación de las horas de servicio, el juez deberá tener en cuenta las 
responsabilidades de cuidado de la condenada. 
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El Ministerio de Justicia realizará convenios con las entidades públicas, 
organizaciones sin ánimo de lucro y no gubernamentales, y elaborará un listado 
de entidades y oportunidades de servicios de utilidad pública habilitados para la 
ejecución de esta pena sustitutiva. Este listado lo remitirá trimestralmente al 
INPEC y al Consejo Superior de la Judicatura, o a quien haga sus veces, y por 
intermedio de los Consejos Seccionales de la Judicatura, a los juzgados de 
conocimiento y de ejecución de penas y de medidas de seguridad . 

Las entidades públicas, organizaciones sin ánimo de lucro y no gubernamentales 
que se encuentren en capacidad de recibir a las personas condenadas para el 
cumplimiento de la prestación de servicios de utilidad pública, solicitaran al 
Ministerio de Justicia su inclusión en el listado. 

El Ministerio de Justicia y del Derecho podrá delegar a gobernadores y alcaldes 
la realización del listado de organizaciones y entidades. 

Para todos los efectos, en el diseño del plan de servicios junto con la condenada, 
el juez podrá evaluar una opción distinta a las organizaciones incluidas en los 
listados, de acuerdo a los criterios que establezca el Ministerio de Justicia y del 
Derecho. En caso de que en el domicilio de la condenada no existan 
organizaciones que estén en capacidad de recibir a la persona condenada, será 
responsabilidad de la máxima autoridad administrativa del ente territorial de la 
zona en que se encuentre suministrar un servicio de utilidad pública para el 
cumplimiento del sustituto. 

El juez de conocimiento o el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad 
podrá complementar la imposición de prestación de servicios de utilidad pública 
con el cumplimiento de otros requisitos adicionales, de conformidad con el artículo 
38-M del presente Código. 

Parágrafo. Para los efectos de este artículo, se entenderán como servicios de 
utilidad pública los que la condenada realice en beneficio de la sociedad, las 
cuales podrán consistir en labores de recuperación o mejoramiento del espacio 
público; apoyo o asistencia a las víctimas siempre que éstas lo acepten; asistencia 
a comunidades vulnerables; realización de actividades de carácter educativo en 
materia cultural, vial, ambiental, y otras similares que permitan el restablecimiento 
del tejido social afectado por el delito. 

El juez deberá asegurarse de que el plan de servicIos que se pacte con la 
condenada para la prestación del servicio de utilidad pública incluya labores que 
contribuyan a su formación educativa y/o profesional, procurando no asignar 
únicamente labores tradicionalmente asignadas a las mujeres". 

Artículo 6. Política pública de Empleabilidad , Formación y Capacitación. El 
Ministerio del Trabajo en coordinación con el Ministerio de Educación y el 
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo diseñaran en el término de dos (2) 
años una Política Pública de empleabilidad , formación y capacitación para el 
emprendimiento, conducente a garantizar una ruta de empleo, emprendimiento y 
de educación al interior de los establecimientos carcelarios para las mujeres 
cabeza de familia. Esta política deberá servir para mejorar la formación y 
capacitación laboral al interior de los establecimientos de reclusión de forma al 
que se ajuste con las necesidades actuales en el mercado laboral. 

Artículo 7. ADICI6NESE el artículo 38-i a la Ley 599 de 2000, el cual quedará 
así: 

"Artículo 38-1. Requisitos para conceder la prestación de servicios de utilidad 
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pública como sustitutiva de la prisión. Son requisitos para conceder la prestación 
de servicios de utilidad pública: 

1. 	 Que la pena impuesta sea igual o inferior a ocho (8) años o se trate de 
condenas impuestas por la comisión de los delitos establecidos en los 
artículos 239, 240, 241, 375, 376 Y 377 del Código Penal. 

2. 	 Que la condenada no tenga antecedentes judiciales, esto es, una condena 
en 'firme dentro de los cinco (5) años anteriores a la comisión del delito, 
salvo que se trate de delitos culposos, que tengan como pena principal la 
multa o que sea por los mismos delitos del numeral anterior. 

3. 	 Que la condenada manifieste su voluntad de vincularse libremente a la 
pena sustitutiva de prestación de servicios de utilidad pública. 

4. 	 Que se demuestre que es madre cabeza de familia, que para los efectos 
de esta ley será entendido como tener vínculos familiares, demostrando 
que la condenada ejerce la jefatura del hogar y tiene bajo su cargo afectiva, 
económica y socialmente de manera permanente hijos menores o 
personas en condición de discapacidad permanente. 

5. 	 Que la conducta atribuida a la condenada no tipifique el delito establecido 
en el artículo 188-D del Código Penal. 

6. 	 Que se demuestre que la comisión del delito está asociada a condiciones 
de marginalidad que afectan la manutención del hogar. 

7. 	 Que la condenada comparezca personalmente ante la autoridad judicial 
que vigile el cumplimiento de la pena cuando fuere requerida para ello o en 
los términos acordados en el plan de servicios. 

El servicio de utilidad pública en los términos descritos podrá aplicarse en los 
casos de concurso de conductas punibles y de concierto para delinquir, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 2 de la presente ley. 
La medida consagrada en la presente ley no será aplicable cuando la pena menor 
a ocho (8) años de prisión se refiera al tipo penal de violencia intrafamiliar 
consagrado en el artículo 229 del Código Penal. 

Parágrafo. Sin perjuicio de lo anterior, dentro de los seis (6) meses siguientes a 
la promulgación de la presente ley, le corresponderá al Gobierno Nacional 
reglamentar la materia con el fin de que se suscriban convenios entre la Nación y 
el Distrito o los municipios para el cumplimiento de los servicios de utilidad pública 
en entidades del Estado". 

Artículo 8. ADICIONESE el artículo 38-J a la Ley 599 de 2000, el cual quedará 
así: 

"Artículo 38-J. Ejecución de la medida de prestación de servicios de utilidad 
pública como sustitutiva de la prisión. En el momento de la individualización de la 
pena, la condenada o su defensor presentará ante el juez de conocimiento un 
plan de ejecución del servicio de utilidad pública, o cuando ella haya sido 
aceptada por alguna de las entidades que para tal efecto tengan convenios con 
el Ministerio de Justicia y del Derecho, descritas en el artículo 38H de la presente 
ley. Se determinará el lugar, horario y plan de cumplimiento del servicio de utilidad 
pública. Lo anterior, será aprobado por el juez de conocimiento en la sentencia y 
ordenará a la condenada iniciar su ejecución. 

Cuando la condenada voluntariamente solicita la sustitución de la pena de prisión 
por la de prestación de servicios de utilidad pública, sin presentar un plan de 
servicios, el juez de conocimiento al momento de dictar sentencia podrá 
concederla, imponiendo el número de horas que deberá cumplir, y le ordenará 
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presentarse ante el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad para 
que elabore el plan de servicios. 

Corresponderá al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, con base 
en el listado de oportunidades de utilidad pública o de acuerdo a los criterios que 
establezca la reglamentación del Ministerio, definir conjuntamente con la 
condenada el lugar, horario y el plan de cumplimiento del servicio, de manera que 
no interfiera con su jornada laboral o educativa. La condenada contará con quince 
(15) días hábiles a partir de la ejecutoria de la sentencia, para presentarse ante el 
Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, y definir el plan de servicios, 
atendiendo al lugar más cercano a su domicilio o a sus vínculos sociales y 
familiares. 

Una vez determinado el plan de servicios por el Juez de Ejecución de Penas y 
Medidas de Seguridad, la condenada deberá iniciar el servicio de manera 
inmediata, sin que en ningún evento supere los cinco (5) días hábiles siguientes, 
a menos que se comprueben causas de fuerza mayor o caso fortuito, en cuyo 
caso no podrán superar los quince (15) días hábiles. 

Si la condenada no iniciare la prestación del servicio de utilidad pública en los 
términos antes señalados, se revocará la sustitución y deberá cumplir la pena de 
prisión impuesta, excepto en los casos en que no haya iniciado por situaciones 
ajenas a su voluntad." 

Artículo 9. ADICIÓNESE el artículo 38-Ka la Ley 599 de 2000, el cual quedará 
así: 

"Artículo 38-K. Sustitución de la ejecución de la pena de prisión por la prestación 
de servicio de utilidad pública. La condenada que se encuentre privada de la 
libertad al momento de la promulgación de la presente ley, podrá solicitar ante el 
Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad la sustitución de la pena de 
prisión que tenga pendiente de cumplir por la de prestación de servicio de utilidad 
pública. 

El Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, cuando se cumplan los 
requisitos del artículo 38-1, sustituirá la pena de prisión que reste por cumplir por 
la de la prestación de servicio de utilidad pública, descontando el tiempo que lleve 
de cumplimiento de la pena e imponiendo el número de horas correspondiente, 
atendiendo a los criterios contemplados en el artículo 38-H de este Código." 

Artículo 10. ADICIONESE el artículo 38-L a la Ley 599 de 2000, el cual quedará 
así: 

"Artículo 38- L. Control de la medida de prestación de servicios de utilidad pública 
como sustitutiva de la prisión. Las entidades que hayan facilitado la prestación del 
servicio informarán mensualmente al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de 
Seguridad, la actividad desarrollada por la condenada y las incidencias relevantes 
para juzgar el cumplimiento de la pena durante el desarrollo del plan de ejecución, 
así como de la finalización del mismo, conservando en sus archivos copia de este 
informe hasta por el término de seis (6) años, o uno fijado previamente por el juez. 

El informe deberá ser acompañado de los registros que acrediten el cumplimiento 
de la actividad del plan de servicio y con la indicación de fechas y horarios". 

Artículo 11. ADICiÓN ESE el artículo 38-M a la Ley 599 de 2000, el cual quedará 
así: 
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"Artículo 38-M. Requisitos Adicionales A La Prestación De Servicio De Utilidad 
Pública. El juez de conocimiento o el de ejecución de penas y medidas de 
seguridad, podrá exigir a la condenada el cumplimiento de uno o varios de los 
requisitos adicionales siguientes: 

1. 	 No residir o acudir a determinados lugares. 
2. 	 No salir del país sin previa autorización del funcionario que vigile la 

ejecución de la pena. 
3. 	 Participar en programas especiales de tratamiento con el fin de superar 

problemas de dependencia o consumo problemático de bebidas 
alcohólicas o sustancias psicoactivas, siempre y cuando dicha 
dependencia haya tenido relación con la conducta por la que fue 
condenada. 

4. 	 Someterse voluntariamente a un tratamiento médico o psicológico, cuando 
se trate de eventos en que el estado de salud físico o mental , haya tenido 
relación con la comisión del delito por el cual fue condenada. 

5. 	 Colaborar activa y efectivamente en el tratamiento para la recuperación de 
las víctimas, si éstas lo admitieren. 

6. 	 Comprometerse a dejar definitivamente las armas y abstenerse de 
participar en actos delincuenciales. 

7. 	 Observar buena conducta individual, familiar y social. 

Parágrafo. Lo dispuesto en el numeral 5 del presente artículo, podrá realizarse 
por medio de programas de justicia restaurativa previstas en el ordenamiento 
jurídico". . 

Artículo 12. ADICIÓNESE el artículo 38-N a la Ley 599 de 2000, el cual quedará 
así : 

"Artículo 38-N . Faltas en la prestación del servicio de utilidad pública. Si durante 
el periodo de prestación de servicio de utilidad pública, la condenada violare 
injustificadamente cualquiera de las obligaciones o requisitos adicionales 
impuestos, corresponderé al Juez de Ejecución de Penas yMedidas de Seguridad 
determinar la gravedad del incumplimiento, previo íequerimiento a la condenada, 
dentro del marco del debido proceso. . 

La entidad en donde se ejecute ia prestación del servicio, hechas las 
verificaciones necesarias, comunicará al Juez de Ejecución de Penas y Medidas 
de Seguridad: . 

1. 	 Si la persona se ausenta del servicio durante una jornada, sin justificación 
alguna. . 

2. 	 Si a pesar de los requerimientos del responsable del centro de servicio, su 
rendirniento fuera sensiblemente inferior al mínimo exigible. 

3. 	 Si se opusiera o incumpliera de forma .reiterada y manifiesta las 
instrucciones que le diere la entidad en donde se ejecuta la prestación del 
servicio con relación al plan aprobado. 

4. 	 Si por cualquiera otra razón, su conducta fuere tal que el responsable del 
servicio se negase a seguir ejecutando el plan de servicios. 

Cuando se presente alguna de las siiuaciones enunciadas en los numerales 
anteriores, el juez requerirá a la condenada para que explique los motivos de su 
comportamiento, y de considerarlo necesario modificará el plan de prestación de 
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servicios. En caso de renuencia o de que alguna de estas situaciones se presente 
en más de tres oportunidades, la medida sustitutiva se revocará y el tiempo 
restante de la pena se cumplirá en prisión. 

Si la condenada faltare al servicio por causa justificada no se entenderá como 
abandono de la actividad. El servicio no prestado no se computará como 
cumplimiento de la pena." 

Artículo 13. ADICiÓN ESE el artículo 38-Ñ a la Ley 599 de 2000, el cual quedará 
así: 

"Artículo 38-Ñ . Extinción de la pena de prestación de servicios de utilidad pública. 
Cumplida la totalidad de la ejecución del plan de servicios fijado por el juez, la 
condena queda extinguida, previa resolución judicial que así lo determine." 

Artículo 14. Las mujeres que se encuentren recluidas en establecimientos 
carcelarios podrán participar en los planes, programas y proyectos de 
voluntariado que adelanten entidades sin ánimo de lucro en estos, y que 
desarrollen actividades de interés general, de acuerdo con el artículo 4 de la Ley 
720 de 2001 o la norma que la modifique o adicione. 

Quienes hagan parte del voluntariado podrán redimir la pena de conformidad con 
la reglamentación que para el efecto expida el Ministerio de Justicia y del 
Derecho, sin perjuicio de las demás posibilidades de redención de pena que 
establezca la ley. 

Artículo 15. Política de Salud Mental y Acompañamiento Psicosocial. El 
Ministerio de Salud y Protección Social diseñará e implementará en el término de 
un (1) año una política de atención integral para la promoción, prevención y 
seguimiento en materia de salud mental, cuidado psicológico y acompañamiento 
psicosocial al interior de los establecimi.entos carcelarios del país. 

Artículo 16. Prevención. El Gobierno Nacional promoverá medidas de 
prevención de los delitos del tráfico de estupefacientes y otras infracciones que 
trata el Capítulo 11 del Título XIII del Código Penal, para las mujeres cabeza de 
familia al interior de los establecimientos educativos y lugares de trabajo. 
Igualmente gestionará la articulación con los diferentes programas de ayuda y 
protección a la mujer de las diferentes Entidades del Gobierno, para que las 
mujeres objeto del beneficio establecido en esta Ley puedan efectivamente ser 
resocializadas y enc:;:ontrar alternativas diferentes al delito. 

Artículo 17. MODIFiQUENSE los numerales 3 y 5del artículo 314 de la Ley 906 
de 2004, modificado por el artículo 27 .de la Ley 1142 de 2007, los cuales 
quedaran así:" , 

"Artículo 314. Sustitución de la detención preventiva: La detención preventiva en 

establecimiento carcelario podrá sustituirse por la dellugar ,~e la residencia en los 

siguientes eventos: 

(... ) 


"3. Cuando a la procesada le falten tres (3) meses o menos para el parto, y , 
hasta los seis (6) me$es desp.ués del nacimiento~ " 

"5. Cuando la procesada fuere mujer cabeta de familia de hijo menor de edad o 
que sufriere incapacidad permanente'; o tenga aun adulto mayor o una persona 

," 
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que no puede valerse por sí misma bajo su cuidado. La persona que haga sus 

veces podrá acceder a la misma medida. En estos eventos, el juez atenderá 

especialmente a las necesidades de protección de la unidad familiar y a la 

garantía de los derechos de las personas que se encuentran bajo su 

dependencia." 


Artículo 18. Reglamentación de la prestación de servicIos de utilidad 

pública. El Gobierno Nacional reglamentará el funcionamiento de la prestación 

de los servicios de util¡dad pública prevista en el artículo 38-H de la Ley 599 de 

2000, dentro de un plazo no mayor a los seis (6) meses siguientes contados a 

partir de la entrada en vigencia de la presente ley. Así mismo, deberá diseñar 

mecanismos para dar a conocer la presente ley a sus potenciales beneficiarias. 


Artículo 19. ADICI6NESE un parágrafo al artículo 68-A de la Ley 599 de 2000, 

modificado por el artículo 32 de la Ley 1709 de 2014, el cual quedará así: 


"ARTíCULO 68A. EXCLUSiÓN DE lOS BENEfICIOS Y SUBROGADOS 

PENALES. 

[.. .] 

PARÁGRAFO 30. Lo dispuesto en este articulo no se aplicará para las mujeres 

cabeza de familia que cumplan los requisitos establecidos en la presente ley." 


Artículo 20. Vigencia y derogatorias. La presente ley entra a regir a partir del 

día siguiente de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean 

contrarias. 


EPÚBLlCAEL PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO DE 

~, 
ROY lEONARD~ B'A~RAS MONTEAlEG 

BLE SENADO DE LA REPUBLlCA 

'¡~~RABLE CÁMARA DE REPRESENTANTES 

,U)/ \ 
Il'~--=I 61\1J1\YORCA 

lACOUTUREPEÑAlOZA 
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LEY No. _2_:_·:_9_2_' ________ 

POR MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTAN ACCIONES AFIRMATIVAS PARA 
MUJERES CABEZA DE FAMILIA EN MATERIAS DE POLíTICA CRIMINAL Y 

PENITENCIARIA, SE MODIFICA Y ADICIONA EL CÓDIGO PENAL, LA LEY 75 
DE 2002 Y EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICION ES 

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL 

PUBLíQUESE Y CÚMPLASE 

Dada en Bogotá, D.C., a los 

EL MINISTRO DE JUSTICIA V DEL DERECHO, 

NÉSTOR IVÁN OSUNA PATIÑO 

LA MINISTRA DE SALUD V PROTECCI~ SOhIAJ7¡ r; 
[;.,pctLdl''Iete 

DIANA CAROLINA CORCHO MEJíA 

LA MIN ISTRA DE TRABAJO, 

~ .'t~ ~l) rl~~ 
GLORIA INÉS RAMIREZ Ríos 

LA MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL, 

EL MINISTRO DE COMERCIO, INDUSTRIA VTURISMO, 
. t\ 

~~~~ 
LA DIRECTORA DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO N1=IONAL D 
ESTADíSTI CA, 

BE 



